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INFORME No. 89/10
CASO 12.499
INADMISIBILIDAD 
MIGUEL WOLINIEC KROVIC Y FAMILIA
PARAGUAY 

15 de julio de 2010
I.
RESUMEN

1. El 23 de diciembre de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“la Comisión”) recibió una petición presentada por Roberto Amendola Galeano (“el peticionario”), en la cual se alega la responsabilidad del Estado del Paraguay (“el Estado”) por las actuaciones del Banco Central en las operaciones del Banco General S.A., por dejar operar sin control alguno al Banco después de tener conocimiento de irregularidades en su administración.  Destaca que la Ley de Bancos obligaba al Banco Central a informar al público sobre la situación patrimonial y posicionamiento de los bancos privados.  El peticionario alega que el señor Miguel Woliniec Krovic, ciudadano paraguayo, de 64 años en diciembre de 2003, casado con un hijo, depositó sus ahorros personales en el Banco General S.A. el 5 de mayo de 1995 y que 24 días después hubo una intervención del Banco Central y que sus ahorros fueron perdidos en perjuicio del señor Woliniec Krovic y de su familia.  El peticionario alega que el Banco Central debe responder con la devolución de las sumas perdidas, sus intereses y costas judiciales.

2. El peticionario alega que el Estado es responsable de la violación de los derechos a la protección judicial (artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) (”la Convención Americana”), a las garantías judiciales (artículo 8 de la Convención Americana) y artículos XVIII y XXIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Declaración Americana”), al principio de igualdad (artículo 24 de la Convención Americana), al derecho a la propiedad (artículo 21(1) y (2) de la Convención Americana y artículo XXIII de la Declaración Americana) y al deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2 de la Convención Americana).
3. El Estado, por su parte, solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad y archive la petición, en virtud del artículo 34 inc. (a) y (b) de su Reglamento, en vista que la denuncia presentada no expone hechos que caractericen una violación de los derechos a que se refiere el artículo 27 del citado Reglamento y por ser manifiestamente infundada e improcedente.  El Estado sostiene que no ha violado ninguna norma contenida en la Convención Americana en contra del señor Woliniec, por el contrario, alega haberle facilitado todos los medios legales y procesales idóneos para hacer exigible su derecho, en sede interna, facilitándole el acceso a las instancias judiciales competentes y garantizando el debido proceso legal, conforme con las normas constitucionales y legales pertinentes.
4.
Tras analizar la información disponible, la Comisión concluyó que es competente para conocer el caso y concluye que el mismo es inadmisible de conformidad con el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.  La Comisión decidió notificar el presente informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 

5.
La Comisión registró la petición bajo el número P-1127/03, conforme a la práctica entonces vigente, y el 6 de enero de 2004 acusó recibo de la petición.  El 29 de julio de 2004, la Comisión transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado, y solicitó observaciones en dos meses, conforme al artículo 30(3) de las normas Reglamentarias entonces vigentes.  Mediante comunicación de fecha 12 de noviembre de 2004, el Estado del Paraguay solicitó una prórroga de 30 días para que presente su respuesta, de modo a recabar toda la documentación pertinente.  El 16 de diciembre de 2004, la Comisión concedió la prórroga solicitada de 30 días, a partir de la fecha de transmisión de su carta.  Mediante comunicaciones de fecha 3 de noviembre de 2004, 25 de noviembre de 2004, 29 de diciembre de 2004, 4 de enero de 2005 y de 18 de abril de 2005, el peticionario reclamó la falta de observaciones presentadas por el Estado del Paraguay, teniendo en cuenta que el artículo 30(3) del Reglamento de la Comisión previene un plazo máximo de 90 días desde la fecha de la primera solicitud de información.  Mediante comunicación de fecha 12 de abril de 2005, la Comisión informó al Estado paraguayo que “[T]eniendo en cuenta que hasta la fecha no se ha recibido respuesta a las notas anteriormente mencionadas, la Comisión Interamericana, en aplicación del artículo 37(3) de su Reglamento, ha decidido abrir un caso con el Nº 12.499 y diferir el tratamiento de admisibilidad hasta el debate y decisión sobre el fondo.”  El 12 de abril de 2005, la Comisión informó al peticionario la acción tomada en aplicación del artículo 37(3) de su Reglamento y conforme a lo establecido en el artículo 38(1) de su Reglamento, la Comisión solicitó al peticionario presentar sus observaciones adicionales sobre el fondo en un plazo de dos meses, contado a partir de la transmisión de la comunicación.  El 29 de abril de 2005 el peticionario presentó las observaciones requeridas, las cuales fueron recibidas el 6 de mayo de 2005 y transmitidas al Estado paraguayo por carta de fecha 10 de mayo de 2005.
6.
Mediante Notas No. 320 y 348 de fechas 8 y 25 de julio de 2005, el Estado del Paraguay presentó su respuesta “sobre el fondo con relación a la comunicación transmitida al gobierno el 10 de mayo de 2005 por la Comisión.”  El 30 de agosto de 2005, la Comisión trasladó al peticionario la información presentada por el Estado del Paraguay con plazo de un mes para presentar sus observaciones.  El peticionario presentó las observaciones a la respuesta del Estado por carta de fecha 26 de septiembre de 2005, las cuales fueron transmitidas al Estado en comunicación de 2 de febrero de 2006.  Mediante comunicación de fecha 5 de octubre de 2006, el peticionario presentó lo que se describió como una ampliación de la denuncia “con hechos y documentos nuevos.”  El 7 de diciembre de 2006, la Comisión transmitió esa información al Estado del Paraguay, con un plazo de un mes para presentar observaciones.  Con Nota No. 8, de fecha 10 de enero de 2007, el Estado presentó informes elaborados por la Procuraduría General, del Banco Central y de la Dirección de Derechos Humanos de la Corte Suprema, sobre el caso en cuestión, los cuales fueron transmitidos a los peticionarios el 28 de febrero de 2007.  El 15 de marzo de 2007, el peticionario presentó las observaciones consideradas oportunas con relación a la información aportada por el Estado paraguayo referentes a la ampliación de la denuncia, las cuales fueron transmitidas al Estado paraguayo por carta de fecha 15 de mayo de 2007, solicitando las observaciones oportunas dentro del plazo de un mes contado desde la fecha de transmisión de la carta.
7.
El 25 de junio de 2007, el Estado presentó su informe (“La Responsabilidad Civil del Estado en la Legislación Paraguaya”) en relación a la información recibida por parte del peticionario en fecha 24 de mayo de 2007.  El 22 de agosto de 2007, la Comisión transmitió dicha información al peticionario, solicitando información adicional al peticionario en el plazo de un mes.  Mediante comunicación recibida el 17 de septiembre de 2007, el peticionario presentó observaciones adicionales a la información presentada por el Estado de fecha 25 de junio de 2007, las cuales fueron trasladadas al Estado el 16 de octubre de 2007, con el plazo de un mes días para presentar observaciones.  El 20 de noviembre de 2007, el peticionario presentó observaciones adicionales a los documentos trasmitidos de fecha 16 de octubre de 2007, las cuales fueron transmitidas al Estado por carta de fecha 7 de diciembre de 2007.


8.
El 20 de diciembre de 2007, el Estado remitió Nota No. 731 con un informe elaborado por la Procuraduría General de la República del Paraguay.  El 28 de enero de 2008, el Estado remitió Nota No. 30 con un escrito preparado por el Banco Central del Paraguay que contiene las observaciones, cuestiones previas y fundamentales, como así también un resumen final sobre el caso en cuestión, de fecha 23 de enero de 2007(sic)
.  El 28 de enero de 2008, el Estado remitió Nota No. 31 a la cual adjuntó la nota original de la Procuraduría General, PGR No. 40/08, de fecha 17 de enero de 2008.  Mediante comunicación de fecha 19 de febrero de 2008, la Comisión transmitió las comunicaciones del Estado del 20 de diciembre de 2007 y del 28 de enero de 2008 al peticionario.  El peticionario presentó sus observaciones a los escritos presentados por el Estado por carta de fecha 28 de febrero de 2008, las cuales fueron transmitidas al Estado el 28 de marzo de 2008.  El 20 de mayo de 2008 el Estado remitió Nota No. 261, que contiene documentación del Gobierno para los fines pertinentes, la cual fue trasladada al peticionario con fecha 17 de junio de 2008.  El 24 de abril de 2008, el Estado remitió con Nota No. 200 un documento original de la Procuraduría General de fecha 16 de abril de 2008, para los fines pertinentes, el cual fue trasladado al Estado el 19 de mayo de 2008.  Mediante comunicaciones de fecha 12 de agosto de 2007, 27 de noviembre de 2009, 18 de febrero de 2010 y 22 de marzo de 2010, el peticionario pidió a la Comisión la resolución del caso.  La Comisión, por carta de fecha 6 de mayo de 2010, acusó recibo de dichas comunicaciones del peticionario. 
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición del peticionario

9.
El peticionario alega que la denuncia se origina en el juicio denominado “Miguel Woliniec Krovic contra el Banco Central del Paraguay sobre reintegro de dólares americanos e indemnización de daños y perjuicios”, que se inició ante la administración de justicia en fecha 12 de febrero de 1997 y culminó en fecha 12 de agosto de 2003.  El peticionario solicita que se declare 1) Que el Estado Paraguayo, por medio del poder judicial, incumplió su obligación de respetar y garantizar los derechos cuyas violaciones se denuncian; 2) Que, el Estado Paraguayo disponga, en forma inmediata, adoptar todas las medidas para las reparaciones pecuniarias y no pecuniarias en beneficio del señor Miguel Woliniec Krovic y de su familia, en relación a la pérdida de la inversión de sus ahorros en el sistema financiero paraguayo en mayo de 1995, debiendo incluir el monto reclamado en juicio, sus intereses y las costas del juicio tramitado en el Paraguay, ante esta Comisión y ante la Corte Interamericana, si se llegare a dicha instancia; 3) Que, se dicte resolución a efectos de declarar nulas y sin valor las sentencias judiciales objeto de esta denuncia. 

10.
La denuncia “sostiene que si una persona deposita su dinero en un banco de plaza que opera con aparente normalidad, lo hace por la creencia de que el banco de plaza se halla legítimamente autorizado a recibir el depósito pues se halla bajo la autorización y el control del Banco Central del Paraguay.  Si ese dinero no puede ser recuperado en tiempo y forma como fue convenido o pactado en el momento de su entrega, y la causa de dicha imposibilidad es atribuida y demostrado que el Banco privado no podía estar operando por causa de ausencia de control del Banco Central y que con motivo de ellos se genera un fraude generalizado contra el patrimonio de las personas, es el Banco Central que debe responder con la devolución de las sumas perdidas, sus intereses y costas judiciales.  Debe ser el Banco Central el que debe probar que no incumplió con el deber de control sobre el banco privado, que ejercía el control del banco privado porque es su responsabilidad evitar prácticas fraudulentas en perjuicios de los ahorristas.”

11.
El peticionario sostiene que “[L]a crisis financiera desatada en el Paraguay que se inició a fines de mayo de 1995, se debió única y exclusivamente a la política tolerante de abusos y fraudes en la práctica bancaria que autorizó, consintió, toleró indebidamente el Banco Central del Paraguay a varios bancos y financieras, entre ellos muy en especial al Banco General S.A.”


12.
El señor Woliniec tenía depositada la suma de US$ 505,238.24 dólares, acreditados con “certificados de contratos a término”.  El peticionario sostiene que la intención del depósito fue siempre la del ahorro y no la de “contratos a término”, una modalidad bancaria de anticipo de depósitos para alguna otra operación de importación o similar, que el señor Woliniec nunca tuvo en mira realizar.


13.
Según la denuncia, por el fallo de la primera instancia (Juzgado a cargo del Dr. Hugo Becker Candia), se hizo lugar a la demanda en términos generales, es decir se declaró la responsabilidad del Banco Central, pero solo se reconoció al señor Woliniec un 20% de capital invertido en ahorros, es decir declarándose una privación ilegítima de la mayor parte del patrimonio reclamado.


14.
Por la resolución de segunda instancia, la Primera Sala del Tribunal de Apelaciones revocó en todas sus partes la resolución de la primera instancia.  El peticionario considera que para revocar la resolución de primera instancia dejó sentado que el caso debía de ser resuelto por las leyes de emergencia financiera dictadas luego de sucedidos los hechos cuya responsabilidad se demandaba, violándose los principios jurídicos de la irretroactividad de las leyes y de derechos adquiridos, ambos reconocidos en la Convención Americana, por la Constitución Nacional y por las leyes civiles del Paraguay.  La denuncia alega que dichas leyes cercenaron el derecho de los ahorristas, entre ellos los del señor Woliniec, limitando la cobertura de responsabilidad de la Banca Central a determinadas cantidades de salarios (en aquel momento a unos 30,000,000.G, es decir unos US$ 12,000.) 


15.
Según la denuncia, la Corte Suprema, sin estudiar el fondo de la cuestión (la responsabilidad o no del Banco Central) desechó las alegaciones de nulidad sin expresar fundadamente los motivos por lo que hacía y luego no hizo lugar a la apelación, confirmando la sentencia de segunda instancia, incurriendo en vicios procesales graves, violentando el debido proceso, todos violatorios del artículo 15 del Código Procesal Civil vigente en Paraguay, reconocido en la Convención Americana, de la cual Paraguay es parte.

16.
A juicio del peticionario, el argumental ilegal usado como “pretexto” para declarar eximido al Banco Central de la obligación de reintegrar al señor Woliniec su patrimonio perdido como consecuencia directa de la omisión grave de deberes legales de control y vigilancia del banco privado citado, fue la de considerar que el señor Woliniec no demostró la titularidad y legitimidad de los documentos bases de la demanda (certificados de depósitos de ahorro), aun cuando el Estado nunca cuestionó el origen y legitimidad de la tenencia de dichos documentos.  Con ello la Corte Suprema demostró parcialidad manifiesta al alegar un hecho que en realidad debió ser alegado por la demandada (Banco Central del Paraguay).


17.
El peticionario alega que la demanda fue promovida en fecha de febrero de 1997 ante el juez competente en razón de la materia, grado y territorialidad, sin embargo el dictado de la Sentencia Definitiva No. 762 de fecha 11 de agosto de 1999 se dio recién luego de 15 meses de quedar el expediente en estado de sentencia, violándose así el derecho al proceso en un “plazo razonable.”  La sentencia debió ser dictada en el plazo de 40 días, conforme al artículo 162 inc. (c) del Código Procesal Civil vigente en Paraguay.

18.
El peticionario señala que la misma demora injustificada ocurrió cuando la Segunda Instancia se pronunció recién en fecha 27 de septiembre de 2000, luego de 11 meses que estar el expediente en estado de resolución.  La sentencia, según la denuncia, debió ser dictada en el plazo de 60 días, conforme al artículo 162 inc.(c) del Código Procesal Civil vigente en Paraguay.  Luego, la Sala Civil y Comercial de la Corte Suprema dictó resolución de fecha 26 de mayo de 2003, es decir dos años y cinco meses después de quedar en estado de autos, violándose otra vez la garantía judicial del “plazo razonable” para el dictado de las resoluciones.  La sentencia, según la denuncia, debió ser dictada en el plazo de 60 días, conforme al artículo 162 inc. (c) del Código procesal Civil vigente en Paraguay.


19.
En cuanto a la “garantía de jueces competentes y la de jueces naturales”, la denuncia señala que los jueces que integraron la Sala Civil y Comercial de la Corte Suprema no eran los competentes para resolver el caso.  Se solicitó que la Sala sea compuesta por los jueces naturales de la Sala Civil y Comercial que ya estaban en funciones, pero sobre ninguna de esas peticiones se tuvo respuesta, conformándose la misma con jueces de jurisdicción extraña a la materia en estudio.  Según la denuncia la resolución de la Corte Suprema violó la garantía de jueces competentes y la de jueces naturales, consagrada en las reglas del debido proceso legal (artículo 8 (1) de la Convención Americana).

20.
En cuanto a las “garantías de independencia e imparcialidad”, según la denuncia, la causa fue una abierta violación de las mismas, dado que las sentencias del Tribunal de Apelaciones y de la Sala Civil de la Corte Suprema, fueron dictadas basadas solo en una intención de no sentenciar la responsabilidad del periodo de gobierno (1993-1998) del Ing. Juan Carlos Wasmosy. 

21.
El Tribunal de Apelaciones, según la denuncia, fundamentó la decisión en falsas afirmaciones tales como que la demanda no solicitó daños y perjuicios, que la legitimidad del crédito no estaba acreditada pues se debía en su concepto, verificarse (verificación de crédito concursal previsto en la Ley de Quiebras No. 154) en la quiebra del banco privado depositario del dinero del señor Woliniec.  Según la denuncia, resulta obvio que la sentencia respondió a desmeritar la demanda y la prueba del caso, porque existía un compromiso ineludible de no condenar la caótica administración bancaria del país de 1993 a 1998.  Esto se denomina, según el peticionario, falta de “independencia y de imparcialidad” que conspiran contra las garantías de “juez independiente e imparcial”.

22.
El peticionario alega a continuación: “la intención ex profesa o de propósito era la de desmeritar todo y exonerar la responsabilidad del Banco Central, se violó la garantía de “imparcialidad y de legalidad” pues se justificó también la sentencia del Tribunal que en el juicio no se demostró que el Banco Central, demandado, haya reconocido la existencia de los “contratos a término” que sirven de fundamento para la demanda y que desde ese punto de vista estrictamente jurídico, los documentos presentados constituyen simples papeles privados no reconocidos, que, como resulta obvio, no pueden generar obligación alguna.” 


23.
Según la denuncia, la sentencia violó la “garantía de imparcialidad” porque se “encargó de cubrir o subsanar la falta de cuestionamiento del Banco Central del Paraguay sobre los documentos presentados como bases de la demanda.”  Según la denuncia, el Banco Central nunca se pronunció sobre la legitimidad de los documentos presentados como base de la demanda, sino que guardó silencio, es decir, los admitió.  El peticionario alega que lo que el Tribunal debió aplicar, desde el punto de vista estrictamente jurídico, era el art. 235 del Código Procesal Civil inc. a) vigente en Paraguay, que obliga a los demandados a expedirse sobre los documentos que recibe con la demanda, y su silencio puede ser estimado como reconocimiento o aceptación de los mismos.    


24.
El peticionario sostiene que la “garantía de la imparcialidad” no es la que más precisamente caracteriza al régimen jurídica del Paraguay.  Alega que “entre las autoridades judiciales y políticas se recomienda telefónicamente la solución a tal o cual caso, como denuncian insistentemente medios de prensa, también pudo haberse dado alguna recomendación a algún Magistrado interviniente, de algún sector interesado a fin de que el Banco Central del Paraguay salga impune de la acusación de negligente grave y omisión de deberes que se le hiciera en la demanda.” 

25.
El peticionario mantiene:“[L]a declaración judicial de culpabilidad del Banco Central del Paraguay, implicaba además la gravedad de que tal decisión invertía la situación de una entidad cuya función es la de promover la eficacia, estabilidad y solvencia del sistema financiero en una entidad de riesgo para los ciudadanos.”  El peticionario sostiene que “la admisión de la demanda con el consecuente resultado (…) pasaría a sentar un precedente de tal gravedad, que no fue admitida porque afectaría los intereses políticos del grupo gobernante en la República del Paraguay de aquel entonces, motivos estos que valieron para sacrificar las razones jurídicas de mi parte.  El peticionario señala un “Informe de Diagnóstico” preparado por Carl Johan Lindgren y Elizabeth Milne del Fondo Monetario Internacional (“FMI”) en septiembre de 1995, “en el cual surge bien claro que las autoridades del Banco Central conocían los serios problemas del Banco General S. A. y de otros bancos que fueron intervenidos a finales de mayo de 1995 (Banco Comercial Paraguay y Banco Sur)”.  El Informe del FMI afirma que “Las intervenciones fueron tardíamente realizadas.  La Superintendencia de Bancos tenía conocimiento de la mayoría de los problemas desde algún tiempo atrás pero no tomaron las medidas necesarias para prevenir dichos problemas debido a consideraciones políticas.”

26.
Las “consideraciones políticas” a las que cedió el Banco Central, según la denuncia, fueron las que dejaron que el Banco General S. A. continúe estafando al público desde 1994 y en especial desde enero de 1995 al 29 de mayo de 1995, cuando se tomaron las “oportunas medidas” de intervenir el referido Banco, dejando que este opere sin control alguno.

27.
En cuanto a la violación de “la garantía del debido proceso” en la resolución del Tribunal de Apelaciones, según el peticionario, se fundó un voto con la excusa de que el señor Woliniec debió recurrir “para salvar la situación” a las leyes No. 797/95, No. 1186/97 y No. 1420/99, que son las leyes de “emergencia financiera” que no mejoraron ningún derecho del señor Woliniec, sino vinieron a menguar las sumas que se podían reclamar, estableciendo topes máximos.  El peticionario alega que en tal sentido se violó el artículo 14 de la Constitución Nacional y los artículos 1 y 2 del Código Civil Paraguayo, que disponen que las leyes no son retroactivas, que son obligatorias para el futuro y que no pueden tener efecto retroactivo ni pueden alterar derechos adquiridos y que las leyes nuevas no pueden invalidar o alterar hechos cumplidos ni los efectos producidos bajo el imperio de las antiguas leyes.  Según la denuncia, las leyes citadas se promulgaron después de sucedidos los hechos que afectaron a una gran masa de ahorristas, modificaron la antigua Ley de Bancos y Entidades Financieras ((No. 417/73), por lo que es absolutamente ilegal que con nuevas leyes se pretenden cercenar el patrimonio de los ciudadanos, siendo ya que la misma alternativa de la quiebra es peor.

28.
La resolución de Segunda Instancia, según el peticionario, impone que haya existido un crédito del señor Woliniec con el Banco Central del Paraguay.  El peticionario sostiene que “[N]o es cierto que debía de demostrarse la existencia de un crédito contra el Banco Central del Paraguay, pues la relación entre el señor Woliniec y el Banco Central no era creditoria, sino de responsabilidad del Banco Central del Paraguay por dejar operar sin control alguno al Banco General S. A. durante los 5 primeros meses del año 1995, tiempo en el cual confiado en las apariencias de solvencia del banco y por ofrecer mejores tasas y estando habilitado al público, realizó la inversión, en absoluto desconocimiento de lo que se ocultaba en la labor de control del Banco Central sobre el Banco General.  Obvio es que si el Banco Central cumplía con su obligación de informar al publicó sobre la situación del Banco General S. A., no habría realizado la operación de depósito en dicho banco. 

29.
La Sentencia de Segunda Instancia, según la denuncia, “solo trató de encontrar pretextos para no estudiar el fondo de la cuestión: Así, calificó la relación como creditoria y no de responsabilidad, como debía ser: 

*
No aceptó la falta de observación de los documentos bases de la acción sino que se puso en lugar del demandado para suplir su falta de cuestionamiento;

*
Fundó el fallo en leyes posteriores a los hechos violando claras disposiciones sobre los derechos adquiridos;

*
Unió en una sola representación procesal a dos instituciones diferentes en la materia que tratamos (Bco. Central y Estado), a objeto de justificar que se demandó al Estado en la persona del Banco Central del Paraguay, cuando que no fue así y,

*
Finalmente de que la responsabilidad in vigilando es genérica y que o puede extenderse a todos los actos del sistema financiero, a pesar de demostrarse que la irregularidad que  afectó a su patrimonio se extendió a toda la Administración del Banco Central del Paraguay,  en relación al Banco General S. A., muy especial sobre este.”

30.
Según la denuncia, siguiendo con la alegada violación de la garantía de “debido proceso”, la sentencia llegó a la conclusión de que existe la constancia de que el demandado – Banco Central – tuvo conocimiento de la irregularidad del desempeño de la entidad privada involucrada –Bco. General S. A.- y que no hay constancia de que los funcionarios del Banco Central hayan tomado medidas que la ley les imponía que tomaran.  La sentencia dice que debe imputarse la responsabilidad por los hechos a los funcionarios del Banco Central y que el empleador, Banco Central es solo responsable de manera subsidiaria.  El peticionario afirma que la sentencia reconoce que en el derecho paraguayo no está establecida ley o doctrina que defina los límites y alcances precisos de la “responsabilidad subsidiaria”.

31.
Asimismo, los peticionarios sostienen que dentro del juicio se comprueba que fueron 7 funcionarios entre Directores, el Gerente General y el Superintendente de Bancos, cuando menos (de enero a mayo de 1995) quienes omitieron su deber de vigilancia y toma de medidas legalmente previstas y adecuadas para evitar daños mayores a los clientes ahorristas, y luego son otros tantos (7 más) los que asumen el Directorio del Banco Central que vienen dos años después a cohonestar los anteriores omisores, es decir son ya 14 personas funcionarios de alto rango a quienes el señor Woliniec tendría que demandar hasta encontrarlas insolventes, con la dificultad que significa el hecho que toda una institución los ampara en sus omisiones.  A su juicio, ese no podría ser un “proceso justo”, un proceso con expectativa de éxito, porque no tiene lugar en un Estado de Derecho sino en el contexto más próximo a la búsqueda de la impunidad.

32.
El peticionario alega violación al “derecho a igual protección de la ley” consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana.  El peticionario dice que simultáneamente con esta demanda se promovieron contra el Estado otras dos por indemnización de daños y perjuicios.  Se trata de Napoleón Ortigoza, el preso político más antiguo del Paraguay y de Escolástico Ovando, quienes sufrieron los horrores de la tortura y de la persecución de la dictadura stronista.  El peticionario sostiene que en estos dos juicios ninguno de los jueces intervinientes alegó que primero se encuentra la responsabilidad del funcionario que torturó y privó ilegítimamente de su libertad a ambos y luego la del Estado, en forma subsidiaria, y tampoco los juicios duraron más de dos años.  

33.
Por otra parte, el peticionario alega que privar al ciudadano, como se hizo en este caso, de su derecho a su propiedad por la omisión de medidas para solventar la estabilidad del sistema bancario y someterlo a 6 años y medio de proceso para dictaminar que primero se debe entablar un proceso previo contra una veintena de funcionarios negligentes e insolventes, e iniciar una nueva gestión judicial infructuosa en la quiebra de un banco que quedó así por omisión de deberes legales de vigilancia del Banco Central, también debe ser considerado como una violación de derechos humanos, a pesar de que la administración de justicia del Estado denunciado no lo considere así.


34.
En cuanto a la alegada violación al “derecho de propiedad” consagrado en el artículo 21, el peticionario sostiene que junto a uno de los pilares del derecho de propiedad se levanta el de la seguridad jurídica.  La inseguridad que imperó en el sistema financiero paraguayo por irregularidades graves de su administración gubernativa de 1993 a 1998 y que ahora se encuentra cohonestada con los fallos en cuestión, se ve perfectamente reflejada en el informe del FMI de septiembre de 1995, arriba citado.  El peticionario afirma que los fallos cuestionados en esta denuncia constituyen una de las maneras como se le ha hecho perder al señor Woliniec su fortuna, una clara demostración de hechos que evidencian la violación del derecho de propiedad en su perjuicio, recurriendo para tal efecto al uso de “pretextos pueriles e incorrectos, apartados de la prueba documental”.


35.
En cuanto a la alegada violación al deber de adoptar disposiciones de derecho interno, consagrado en el artículo 2 de la Convención Americana, el peticionario alega que el Estado paraguayo exige que se litigue primero contra los supuesto funcionarios actores u omisores del deber de obrar, sin que exista ley que así obligue.  El peticionario afirma que el funcionario debe ser responsable, pero esa responsabilidad la debe determinar su empleador mediante los recursos legales que tiene (sumario administrativo, régimen de disciplina reglamentado, sanciones, etc.).  El peticionario señala que el artículo 106 de la Constitución del Paraguay en ningún momento dice que se debe entablar una demanda contra el funcionario, agotar sus bienes y luego recurrir a la entidad de derecho público, el empleador.


36.
El peticionario además alegó violaciones a los artículos XVIII, XXIII, XXIV de la Declaración Americana. 

B. Posición del Estado

37.
El Estado solicitó que la Comisión declare la inadmisibilidad y archive la petición, en virtud del artículo 34 inc. a y b de su entonces Reglamento, en vista que la denuncia presentada “no expone hechos que caractericen una violación de los derechos a que se refiere el artículo 27 del citado reglamento y por ser manifiestamente infundada e improcedente”.
38.
El Estado alega que no ha violado ninguna norma contenida en la Convención Americana en contra del peticionario, por el contrario, sostiene, ha facilitado al mismo todos los medios legales y procesales idóneos para hacer exigible su derecho, en sede interna, facilitándole el acceso a las instancias judiciales competentes y garantizando el debido proceso legal, conforme con las normas constitucionales y legales pertinentes. 

39.
Según el Estado el señor Woliniec ha hecho uso del procedimiento previsto en la ley para hacer valer sus derechos en la reclamación que ha formulado inicialmente contra el Banco General S.A., y subsidiariamente contra el Banco Central.  Advierte que el señor Woliniec desistió de la instancia contra el Banco General, S.A., con lo cual, “ha dejado sin posibilidad alguna la comprobación de los derechos que reclama”. En consecuencia, el Banco Central pasó a ser el sujeto único de su demanda, pero el crédito reclamado no pudo ser probado por el accionante en razón de su desistimiento.  Al no quedar comprobado el crédito que el señor Woliniec tenía con el Banco General S.A., mal podría haber prosperado la demanda que prosiguió contra el Banco Central, que según la estrategia del actor, el Banco Central, de subsidiario pasó a ser el deudor principal de un crédito no verificado.

40.
En cuanto a la supuesta violación a la protección judicial, el Estado sostiene que el Señor Woliniec ha promovido acciones, interpuesto recursos, deducido incidentes, desistiendo de los que creía necesario desistir, por lo tanto mal puede hablarse de la violación por parte del Estado, a través del Órgano Jurisdiccional, de la Constitución, la Ley o la Convención Interamericana (sic) de los Derechos Humanos.  El Estado alega que el Señor Woliniec no ha podido individualizar por medio de pruebas requeridas la veracidad de los derechos reclamados, ni tampoco las instituciones o las personas que podrían haber incurrido en deficiente atención de sus obligaciones.  El Estado afirma haber dado las garantías necesarias para justificar sus reclamos.  Si no lo ha hecho por una deficiente comprobación como lo exige la ley, argumenta el Estado, no puede imputar al Estado de una falencia que es de su única y exclusiva responsabilidad como actor de la demanda, pues quien alega es el que debe probar.  El Estado mantiene que no es procedente convertir a la Comisión y, eventualmente, a la Corte Interamericana como cuarta instancia para pretender resultados económicos de supuestos derechos que no supo defender en sede interna.
41.
En cuanto a la supuesta violación de la garantía procesal, el Estado hace referencia al plazo razonable mencionado por el peticionario en relación con la duración del litigio.  Afirma que desde la instauración de la demanda por el Señor Woliniec, hasta la providencia de autos para sentencia, la celeridad del proceso depende única y exclusivamente de las partes, el impulso procesal de oficio por parte del Juez no obsta al impulso que deben dar las partes cuando así conviniere a sus derechos.  El urgimiento (art. 412 C.P.C.) es una de las fórmulas esenciales para lograr pronta justicia y en caso de que los urgimientos no surtan los efectos requeridos por las partes está previsto en la ley procesal el Recurso de Queja por Retardo de justicia (art. 412 y s.s. del C.P.C.), que en este caso el peticionario nunca utilizó en sede interna, por lo que mal puede extender su queja a la Comisión. 

42.
En cuanto al “derecho a ser juzgado por un juez competente,” el Estado argumenta que tampoco procede porque el peticionario ataca la conformación de la Sala Civil de la Corte Suprema, olvidando el principio de “iura curia novit.”  Según el Estado quienes dictaron las respectivas sentencias en cada instancia procesal son los jueces naturales de las mismas.  En los autos mencionados, la Sala Civil y Comercial de la Corte Suprema ha sido integrada conforme los mecanismos previstos en las disposiciones vigentes, atendiendo a que en tanto se sustanciaba el proceso ante la máxima instancia, se produjo la renuncia del Dr. Enrique Sosa Elizache, como Ministro de la Corte Suprema, por lo que la misma se ha integrado por otro miembro, el Dr. Luis Lezcano Claude, de lo cual se ha notificado al representante legal del peticionario, que no lo ha recusado, quedando en consecuencia consentida la conformación de la Sala Civil.  

43.
En cuanto a la supuesta violación al “principio de igualdad”, el Estado señala que el peticionario menciona una violación al debido proceso en cuanto a la celeridad, pero solo cita jurisprudencias en el caso Obando y Ortigoza, diciendo que al pronunciarse en sus fallos los jueces no tuvieron en cuenta sancionar primero al que cometió la tortura y luego al Estado paraguayo (responsabilidad subjetiva).  El Estado argumenta que el principio de igualdad no se basa en citar jurisprudencias y comparar otros fallos que ni siquiera coinciden con el objeto del litigio.

44.
En lo referente a la indemnización por violación al “derecho de propiedad”, según el Estado, esta debe ser demostrada en juicio para que la Comisión y, eventualmente, la Corte juzguen si hubo o no violación al derecho de propiedad, pero en sede interna.  Al desistir de la instancia contra el principal encausado, es decir, el Banco General S.A., argumenta el Estado, ha quedado sin evidencia alguna del crédito que invoca el accionante con lo cual ha eliminado la posibilidad de demostrar de que la propiedad del dinero supuestamente depositado, pertenezca o corresponda al hoy peticionario.  Es obvio, sostiene el Estado, que si en sede interna no se ha podido demostrar la propiedad del capital supuestamente depositado, mal podría reclamarse ante la Comisión la violación al derecho de propiedad por parte del Estado, puesto que aquella (la propiedad de los títulos o dinero depositado) no ha quedado demostrada como parte del patrimonio del titular de la acción incoada ante la justicia paraguaya.

45.
El Estado sostiene que cuenta con disposiciones legislativas en materia de derecho civil, derecho procesal civil, derecho comercial, derecho bancario, etc.  Según el Estado, la Ley 1814, Ley Pangrazio, ha sido adoptada para el caso de los ahorristas perjudicados por la quiebra de los Bancos.  El Estado afirma que la ley ha beneficiado a una infinidad de ahorristas cuyo censo se ha practicado en determinado momento, quienes han sido honrados por el Estado hasta determinado monto de sus ahorros, especialmente protectorio de pequeños ahorristas, por lo tanto no ha habido por parte del Estado una omisión legislativa para proteger a los ahorristas en la situación de acreedores de bancos en quiebra o en liquidación.
46.
Finalmente, en cuanto al reclamo solicitando a la Comisión declarar nulas y sin valor las sentencias judiciales, el Estado contesta que la Comisión no es un órgano revisor de sentencias judiciales dictadas en sede interna, las cuales tienen fuerza de ley con carácter de cosa juzgada, firme y ejecutoriada, y que por lo tanto debe ser desechado por la Comisión.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión 

47.
Conforme a lo dispuesto en el artículo 44 de la Convención Americana, el peticionario está legitimado para formular una petición ante la Comisión y la supuesta víctima estaba sometida a la jurisdicción del Estado paraguayo en la época de los hechos aducidos.  Con respecto al Estado, Paraguay es un Estado parte de la Convención Americana, habiendo depositado en debida forma su instrumento de ratificación el 24 de agosto de 1989.  En consecuencia, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la denuncia presentada.  Además posee competencia ratione materiae porque el peticionario aduce violaciones de derechos protegidos en el marco de la Convención Americana.  
48.
En relación a las supuestas violaciones a la Declaración Americana, la Comisión Interamericana ha señalado que, una vez que la Convención Americana entra en vigor en un Estado, la fuente primaria de derecho aplicable será ese tratado y no la Declaración Americana
, siempre que la petición se refiera a la violación de derechos básicamente idénticos consagrados en ambos instrumentos
, y que no implique una situación de violación continua
.  En el caso bajo análisis, la materia de los artículos de la Declaración Americana invocados por la peticionaria se encuentra incorporada en los artículos de la Convención Americana invocados.  En este caso, los derechos presuntamente violados por el Estado paraguayo bajo la Declaración se encuentran similarmente protegidos bajo la Convención y la omisión que dio pie al reclamo del peticionario tuvo lugar después de que la República del Paraguay expresara su consentimiento en obligarse por la Convención Americana.  Por lo tanto, la Comisión sólo se referirá a las presuntas violaciones a la Convención Americana y no a la Declaración Americana. 
49.
La Comisión posee competencia ratione tempore para examinar la petición en virtud de que ésta se basa en alegaciones de hechos ocurridos a partir del 29 de mayo de 1995.  Los hechos aducidos se produjeron por lo tanto con posterioridad a la entrada en vigor de las obligaciones del Estado como parte de la Convención Americana.  Además, dado que en la petición se alegan violaciones a derechos protegidos en el marco de la Convención Americana que tuvieron lugar en el territorio de un Estado parte, la Comisión concluye que posee competencia ratione loci para tomar conocimiento de la misma.
B.
Requisitos de admisibilidad 
1.
Agotamiento de los recursos internos 


50.
El artículo 46(1) de la Convención establece como requisito para que una petición sea admitida “que se haya interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios de Derecho Internacional generalmente reconocidos”.
  Tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte”), como la Comisión han sostenido en reiteradas oportunidades que:

La regla del previo agotamiento de los recursos internos en la esfera del derecho internacional de los derechos humanos, tiene ciertas implicaciones que están presentes en la Convención.  En efecto, según ella, los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (art. 1).  Por eso, cuando se invocan ciertas excepciones a la regla de no agotamiento de los recursos internos, como son la inefectividad de tales recursos o la inexistencia del debido proceso legal, no sólo se está alegando que el agraviado no está obligado a interponer tales recursos, sino que indirectamente se está imputando al Estado involucrado una nueva violación a las obligaciones contraídas por la Convención.  En tales circunstancias la cuestión de los recursos internos se aproxima sensiblemente a la materia de fondo.


51.
El artículo 46(2) establece excepciones al principio general de agotamiento de los recursos internos: (a) cuando la legislación interna del Estado no concede las debidas garantías para la protección de los derechos cuya violación se alega; (b) si se ha obstaculizado el acceso del presunto damnificado a los recursos de jurisdicción interna; (c) o si se ha presentado un retardo injustificado en la resolución del asunto.  Un Estado que alega el no agotamiento debe señalar los recursos internos que deben agotarse y proporcionar la prueba de su efectividad
.


52.
Al aplicar los anteriores principios al presente caso, la Comisión observa que el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del Séptimo Turno, el 11 de agosto de 1999, resolvió rechazar la excepción de falta de acción planteada por el representante del Banco Central y hacer lugar a la demanda promovida por el señor Woliniec contra el Banco Central, por indemnización de daños y perjuicios, con motivo de la responsabilidad de éste en las operaciones irregulares del Banco General S. A.  En consecuencia, el Juzgado de Primera Instancia condenó al Banco Central a pagar al señor Woliniec la suma de US$ 101,047.65 más interés del uno por ciento mensual a partir de la promoción de la demanda.


53.
En segunda instancia, la Sala Primera del Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, el 27 de septiembre de 1999, resolvió revocar con costas la sentencia recurrida.   El Tribunal fundamentó la resolución en las siguientes consideraciones:
“a) Al haber desistido de la demanda contra el Banco General, el actor debió probar la existencia de un crédito contra éste mediante el reconocimiento de los documentos a través del procedimiento previsto para las testificales, en atención a que desde ese momento el Banco General dejó de ser parte del juicio para convertirse en un tercero.  Por consiguiente, los documentos agregados a los autos y atribuidos al Banco General, constituyen simples papeles privados no reconocidos, que como resulta obvio, no pueden generar obligación alguna; b) en cuanto a la culpa in vigilando que se atribuye al Banco Central, no puede darse en forma genérica, sino que debe ser relacionada con un caso en particular.  No basta con demostrar que los funcionarios del Banco Central no cumplieron con su deber de vigilancia sobre las operaciones del Banco General, sino que además se debe establecer que este último tenía una obligación con respecto a la parte actora; c) en autos no se presentó comprobante o asiento contable alguno donde conste la supuesta deuda.  Podrá argüirse que se trataba de un crédito de los denominados ‘en negro’ y que tal prueba resulta imposible de conseguir.  Sin embargo, los legisladores sancionaron leyes para salvar esta situación estableciendo mecanismos de verificación de créditos reclamados.  Pero el actor dejó de lado la posibilidad que le brindaban estas leyes y planteó directamente la reclamación en base a las prescripciones del Código Civil.  Consecuentemente asumió la obligación de demostrar la existencia de un crédito contra el Banco General como condición sine qua non para reclamar la indemnización al Banco Central; d) A pesar de tratarse de una demanda instaurada contra el Estado, en la persona del Banco Central del Paraguay, no se ha notificado al Procurador General de la República, quien conforma al Art. 246 inc. (a) de la Constitución, debe representar y defender jurídicamente los intereses patrimoniales del país; y e) Debe tenerse en cuenta el carácter subsidiario de la responsabilidad del Banco Central por la conducta de sus funcionarios, y la obligatoriedad de accionar contra los directivos de la entidad que surge del Art. 106 de la Constitución, que de no ser así, resultaría directa y no subsidiaria.


54.
Por su parte, el peticionario solicitó a la Corte Suprema revocar el Acuerdo y Sentencia del Tribunal de Apelación por las siguientes consideraciones:  
a) El Tribunal de Apelación no fundó el Acuerdo y Sentencia en la Constitución y en las leyes, ya que a pesar de haberse probado la existencia de los documentos bases de la demanda con el testifical que establece el Art. 307 del Código Procesal Civil, consideró que en el juicio no se demostró la existencia del crédito contra el Banco General S. A.; b) La sentencia se funda en leyes de reactivación y estabilización del sistema financiero nacional, que no estaban vigentes al momento en que ocurrieron los hechos que originan la demanda; c) La sentencia confunde las personas jurídicas del Estado y el Banco Central, alegando que se incurrió en error al no haberse notificado al Procurador General de la República.  El Banco Central es una persona jurídica separada del Estado, con presupuesto y autonomía propios y por lo tanto el Procurador General de la República no es representante del mismo; d) No existe en la ley una regla expresa que obligue al perjudicado a demandar primeramente el funcionario, pues éste de seguro argumentará que obró conforme es empleado del Estado, de la entidad autónoma, autárquica o descentralizada.  Cuando la ley dice que los funcionarios son responsables por los hechos quiere decir que es su empleador, y no el público en general, quien debe reclamarle si algo pagó o cumplió por el incumplimiento de las obligaciones de aquél; e) la Responsabilidad directa de la que hablan los abogados del Banco Central es obviamente la responsabilidad que tiene el empleado por el hecho de su trabajo al servicio de su empleador. Ante quien debe responder por sus hechos irregulares es el BCP y no el particular afectado, como es el caso que nos ocupa; f) Lo que se reclama en estos autos es la responsabilidad del ente por los actos irregulares de sus agentes.  Demostrando la culpa de su accionar se está demostrando la obligación de reparar el hecho dañoso de no cumplir con los mandatos de control que legalmente estaban obligados a cumplir; g) El Banco Central jamás redarguyó de falsos los documentos presentados en autos, a pesar de saber que desde ejercicios anteriores al año 1995 sus funcionarios advertía al Directorio que este tipo de documentos eran irregularmente entregados a los ahorristas genuinos, y éstos los aceptaban porque confiaban en la leyenda de estar autorizados por resolución del Banco Central del Paraguay, que contenían los mismos; y h) De las constancias de autos surge claramente que hubo un vacío en el control del Banco Central desde el enero a mayo de 1995.
55.
Ante la Corte Suprema, el Banco Central (el Estado para los propósitos del presente caso) contestó el agravio presentado por el peticionario, manifestando que:
a) Mal puede aseverarse una supuesta omisión culposa del Banco Central del Paraguay o de sus funcionarios, en cuanto a no haberse llevado a cabo los controles pertinentes, pues, aún en el caso que se haya realizado el control de rutina por la entidad pública, no se hubiera podido impedir el efecto del no cobro de la suma reclamada por parte del señor Miguel A. Woliniec Krovic, al efectuarse las operaciones a espaldas de dicha supervisión; b) Los Directores del Banco Central serían los responsables directos de la omisión de la obligación de vigilancia -culpa in vigilando-, de policía, de control.  Son entes con personería jurídica separada, y no existe corresponsabilidad, sino responsabilidad subsidiaria.  Ésta es una obligación de carácter secundario supletorio, accesorio; c) La demanda debió plantearse contra los Directores del Banco Central del Paraguay y supletoriamente contra el Banco Central del Paraguay, de manera tal que luego de quedar demostrada la insolvencia de éstos, deba el Banco Central del Paraguay responder subsidiariamente; d) Al no haberse justificado en autos que el actor haya intentado accionar infructuosamente contra los funcionarios responsables directos de los actos ilícitos formulados en la demanda, corresponde hacer lugar a la excepción de falta de acción manifiesta, por carecer el Banco Central del Paraguay de legitimación pasiva; y e) el daño no ha sido acreditado en autos, pues la parte actora alega que ha depositado una suma importante de dinero en el Banco General S. A., pero no ha demostrado su relación contractual con el mismo, ya que los instrumentos agregados son privados y se circunscriben a las partes que participaron en ella.
56.
La Comisión observa que en el presente caso los hechos alegados por el peticionario versan sobre la eventual responsabilidad que correspondería al Banco Central del Paraguay (el Estado) por las operaciones irregulares del Banco General S. A., que pudiera dar lugar al pago de una indemnización por parte de aquél, al señor Miguel Woliniec Krovic.  La Comisión considera que la misma cuestión ha sido planteada y considerada por las diferentes instancias de la jurisdicción interna, inclusive por la Corte Suprema en tercera instancia.  La Corte Suprema resolvió no conocer del fondo del asunto debido a que el señor Woliniec no habría probado su legítimo derecho. Así, la Corte Suprema consideró que el señor Woliniec no había probado que las operaciones del Banco General S.A. le habrían causado una afectación, pues no habría probado que era acreedor y, por tanto, que tendría derecho a la indemnización que estaba buscando. Específicamente, la Corte señaló que el señor Woliniec no habría probado que los documentos que atribuía al Banco General S.A. eran auténticos, lo cual le hubiera permitido alegar que efectivamente era víctima de las operaciones llevadas a cabo por el mismo. 
57.
El señor Woliniec desistió de la instancia en relación al Banco General S. A., demandado principal y responsable directo de los hechos dañinos, a tenor de las normas que regulan la responsabilidad de las personas jurídicas en el derecho positivo paraguayo. En el escrito de fecha 24 de diciembre de 1996, presentado por el señor Woliniec ante la autoridad judicial competente, cuya copia obra en el expediente, expresa su voluntar de desistir de la instancia de verificación del crédito, en razón a que entablará una demanda por otros medios donde intentará el cobro de lo depositado en el Banco General S.A. 
58.
El desistimiento de la acción del señor Woliniec contra el Banco General S. A. es contundente para sus pretensiones, justamente porque el reclamo versa sobre un crédito controvertido y según el sistema judicial paraguayo en el marco del proceso judicial el señor Woliniec nunca llegó a probar la existencia del crédito de conformidad con los requisitos del Código Procesal Civil paraguayo.  Es controvertido porque ni el Banco General S. A. ni el Banco Central reconocieron la existencia de los contratos a término que servían de fundamento de la demanda, en juicio, con las formalidades de la prueba testimonial habida cuenta que el señor Woliniec desistió de la demanda contra el Banco General S.A.
, y al no reconocerlo como tal lo privó del pago de la garantía implícita del Estado paraguayo en protección de los ahorristas regulares en el sistema financiero nacional, vigente hasta el año 1995, cuando la garantía estatal fue disminuida y limitada por las leyes Nos. 797/95 y 814/96.

59.
El Banco Central ha otorgado préstamos de más de G 270,000,000,000 – (Doscientos setenta mil millones guaraníes) al fallido Banco General S.A.  Ese dinero fue utilizado por el Banco General S.A. para pagar todos sus depósitos, lo que se conoce como garantía implícita del Estado paraguayo.  Sin embargo, estando aún en operaciones el Banco General S.A. –bajo intervención del Banco Central-,  el señor Woliniec no pudo cobrar “sus depósitos”, lo que podría constituir un indicio de que existían cuestiones que impedían su cobro. La regularidad o irregularidad del crédito reclamado debía ser probada en juicio, pero el señor Woliniec desistió de su acción contra el Banco General S.A. dejando de lado la discusión sobre la regularidad del crédito reclamado y tratando de responsabilizar directamente al Banco Central y, en este caso, al Estado paraguayo.

60.
El señor Woliniec inició acciones judiciales en Paraguay, de acuerdo a las normas constitucionales y legales vigentes y, en tal sentido, tuvo acceso a la justicia. Toda vez que eligió demandar al Banco Central y desistir de su demanda contra el Banco General S.A., se vio imposibilitado de probar la validez de su crédito contra el Banco General S.A., elemento necesario para demostrar la afectación a su derecho, que pretendía remediar.  Según lo informado, eligió un camino procesal errado según la legislación paraguaya, como fue señalado por la Sala Civil y Comercial de la Corte Suprema del Paraguay.

61.
Como señala el Estado, el desistimiento en la legislación paraguaya es una de las formas de culminación del proceso según el artículo 165 del Código Procesal Civil del Paraguay.  El desistimiento realizado impide que los hechos se prueben e impide que el Banco Central se defienda.  Una eventual decisión de la Comisión implicaría entrar en una “cuarta instancia” -- una revisión de cuestiones del derecho interno y sentencias judiciales que, en calidad de cosa juzgada se han dado en este caso a nivel nacional.
62.
En virtud de lo anterior y, considerando que para que sea admisible una denuncia es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos, la Comisión considera que en el presente caso, si bien el peticionario tuvo acceso a los recursos internos que ofrece la legislación de Paraguay, no agotó debidamente los recursos en los términos que establece el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.

63.
En virtud de lo anterior, la Comisión se abstiene, por sustracción de la materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad contemplados en la Convención.

V.
CONCLUSIÓN

64.
La Comisión concluye, en relación a las alegadas violaciones de la Convención que el peticionario no impulsó adecuadamente el procedimiento idóneo en la normatividad interna, a fin de cumplir con el requisito del agotamiento previo de los recursos internos establecido en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.


65.
Dadas las consideraciones de hecho y de derecho que anteceden,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
DECIDE:

1. 
Declarar inadmisible el presente caso.


2.
Notificar de esta decisión a las partes.


3. 
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 15 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Paticia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 
	� La fecha correcta debería ser 27 de enero de 2008.


� Denuncia presentada a la Comisión el 23 diciembre de 2003.


� Ibid.


� La Corte ha señalado que "para los Estados Partes en la Convención la fuente concreta de sus obligaciones, en lo que respecta a la protección de los derechos humanos es, en principio, la propia Convención".  Corte I.D.H., Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el contexto del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,  Opinión Consultiva 10/89 del 14 de julio de 1989, párr. 46.


� Ibid.  La Corte ha señalado que "no obstante que el instrumento principal que rige para los Estados Partes en la Convención es esta misma, no por ello se liberan de las obligaciones que derivan para ellos de la Declaración por el hecho de ser miembros de la OEA".  OC 10/89, párr. 46.


� La Comisión ha establecido que tiene competencia para examinar violaciones a la Declaración y a la Convención toda vez que se verifique una situación de violación continua a los derechos protegidos en estos instrumentos, tal como la generada, por ejemplo, por una situación de denegación de justicia que tenga su origen antes de que el Estado en cuestión haya ratificado la Convención y se prolongue tras la manifestación del consentimiento y la entrada en vigor de la Convención  para ese Estado. Véase  Informe (Inadmisibilidad) 38/99 Victor Saldaño, (Argentina), CIDH, INFORME ANUAL 1998, párr. 13.  


� “La regla del previo agotamiento de los recursos internos permite al Estado resolver el problema según su derecho interno antes de verse enfrentado a un proceso internacional.”   Corte I.D.H., Caso Fairén Garbi y Solís Corrales Vs. Honduras. Sentencia de 15 de marzo de 1989, párr. 85.


�  Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987, párr. 91.


� Id., párr.88.


�   Los documentos bases de la acción que totalizaron la suma de US$ 505,238.24 dólares americanos no fueron objetadas por parte del Banco Central del Paraguay en el litigio del caso a primera instancia, quedando así confirmada la existencia y legalidad de dichos depósitos y por tanto el Sir. Miguel Woliniec Krovic en calidad de acreedor del Banco General S.A. por el Juzgado de Primera instancia en lo Civil y Comercial del 7to. Turno, en su fallo del 11 de agosto de 1999.  No obstante, la Sala Civil y Comercial del Tribunal de Apelación revocó la decisión de la primera instancia declarando que “desde el momento que el actor desistió de su demanda contra Banco General S.A., éste dejó de formar parte de la litis, y debe ser considerado como un tercero ajeno al pleito.”  Haber desistido del pleito contra el Banco General trajo como consecuencia que los documentos privados emanados de terceros que no son partes en el juicio deberán ser reconocidos mediante la forma establecida para la prueba testifical con la limitación fijada en el Código Procesal Civil que el trámite elegido por el actor de hacer reconocer dichos instrumentos careció de efecto jurídico porque Banco General y sus directivos se convirtieron en extraños al proceso y no se le pudo aplicar presunciones legales establecidas específicamente para las partes litigantes.  La Corte Suprema Paraguaya, en su sentencia, afirmando el fallo del Tribunal de Apelación explica que el juzgado de primera instancia, consideró probado el crédito del Banco General S.A. con el señor Woliniec, “teniendo en cuenta la incomparecencia de los firmantes de los documentos a la audiencia de reconocimiento de firmas.”  Según la Corte Suprema, tal incomparecencia “no puede dar lugar a la presunción juris tantum de autenticidad de los documentos, en razón de que el Banco General S.A. dejó de ser parte” en el juicio.  Ante la incomparecencia de los firmantes, la parte actora debió recurrir a otros medios probatorios, como la prueba pericial.  La Corte Suprema concluyó que el señor Woliniec al no probar la autenticidad de los documentos no pudo demostrar la titularidad del derecho que invocaba, es decir, la calidad de damnificado por las operaciones del Banco General S.A. y su derecho a una indemnización.
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